Fuero Contencioso, Administrativo y Tributario; Cámara de Apelaciones; Sala I; ASESORIA TUTELAR Nº2 c/ GCBA Y OTROS. 22-10-2012. Causa Nº 43103-0
Buenos Aires, 20 de octubre de 2012. Y VISTOS: Estos autos para resolver los recursos de apelación interpuestos por la actora a fs. 423/6 ––sostenido a fs. 448/50 por el Asesor Tutelar ante la Cámara de Apelaciones, cuyo traslado no fue contestado por la demandada–– y por la accionada a fs. 430/40 –que mereciera la réplica de la contraria a fs. 447/8- contra la sentencia de fs. 420/1 por medio de la cual el juez de grado ordenó al GCBA que dentro del plazo de veinte (20) días, se expida respecto de las presentaciones efectuadas por el Ministerio Público Tutelar. La señora Fiscal de Cámara dictaminó a fs. 455/7 propiciando rechazar ambos recursos. I. A fs. 1/13 el señor Asesor Tutelar, a cargo de la Asesoría Tutelar Nº 2 ante los Juzgados de Primera Instancia de este fuero, inició acción de amparo contra el GCBA por acceso a la información en virtud de los artículos 14 de la CCBA, 43 CN y ley 104. Asimismo invocó las facultades de investigación que le otorga la ley 1903. Expresó que en virtud de diversas cuestiones y solicitudes planteadas ante el organismo a su cargo con sustento en problemáticas habitacionales, alimenticias y de salud, tomó conocimiento de situaciones en las que podrían estar afectados los derechos a la vivienda, a la salud, a la educación, a la igualdad y no discriminación de los niños, niñas, adolescentes y adultos con padecimientos en su salud mental. Fue así que a partir de tales circunstancias inició actuaciones extrajudiciales con el objeto de articular los mecanismos que mejor resguarden los derechos de quienes se ven involucrados, librando a tal efecto, los sendos oficios detallados a fs. 1/2 (en un total de 52) presentados ante la Dirección General de Atención Inmediata del Ministerio de Desarrollo Social del GCBA requiriendo, en todos los casos, información sobre las medidas que hubiera tomado. Destacó que la acción no persigue que el GCBA adopte algún tipo de decisión con relación a sus representados o que produzca información, sino que en caso de haberlo hecho, informe sobre ellas y contrariamente, en caso de no haber decidido ninguna medida sobre las solicitudes efectuadas, informe tal situación. Resaltó que los oficios denunciados fueron objeto, en todos los supuestos, de un reiteratorio en forma previa al inicio de esta causa sin haber logrado respuesta alguna. A fs. 162/8, produjo su informe la parte demandada. Tras la negativa de rigor, manifestó que “la información a que está obligado el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires a proporcionar ha sido puesta a disposición del Sr. Asesor Tutelar oportunamente”, al tiempo que señaló que “ciertos datos de índole personal pueden ser solicitados pura y exclusivamente por el interesado, acreditando debidamente su identidad ante el organismo requerido”. Agregó que no hubo denegatoria alguna de la información y, por ende, el amparo es improcedente advirtiendo que el actor debió seguir las vías administrativas correspondientes. Adujo que “Dichos oficios fueron oportunamente contestados, por lo que el Gobierno de la Ciudad no ha incurrido en omisión alguna que genere un perjuicio a sus representados”. Sostuvo que la cantidad de oficios presentados pone en evidencia la complejidad de la actividad en tanto la obtención de la respuesta involucra numerosas dependencias estatales; en consecuencia, manifestó que el plazo de 10 días resulta irrazonable y de cumplimiento imposible. Expresó que lo requerido por el actor excede los límites establecidos por la ley 104 en tanto obligaría a la creación de información. Expuso que el Asesor no se encuentra legitimado para solicitar los informes exigidos puesto que se refieren a datos personales de sus representados que, por ende, quedan sustraídos del acceso público. Finalmente, manifestó la improcedencia de una posible imposición de las costas. A fs. 420/1, dictó sentencia el a quo ordenando al GCBA que en el plazo de 20 días de notificado, se expida sobre los sendos oficios presentados por el Señor Asesor pendientes de respuesta. No obstante, puso en evidencia que los pedidos precisados por el actor “apuntan a que se produzca cierta información o se realicen determinados actos y no a recabar información ya existente” y, por eso, “lo requerido en esos términos excede el alcance de los supuestos contemplados en la ley 104”. Frente a tales circunstancias, el señor juez de primera instancia entendió que no obstante lo observado y toda vez que las peticiones del demandante no merecieron contestación de la demandada en plazo razonable, era dable concluir que existió mora de la Administración en brindar una respuesta a las solicitudes presentadas. En consecuencia, concluyó que “corresponde al GCBA se expida respecto del pedido efectuado por la actora en el marco de lo que importa una decisión jurisdiccional de este tipo dictada en un proceso de amparo por mora”, es decir, “limitado a obligar a la Administración a pronunciarse, pero no en cierto sentido, sino simplemente expedirse, quedando excluida la posibilidad de que se la condene a resolver de una manera determinada…”. Esta decisión fue recurrida por ambas partes a tenor de los argumentos que exponen en sus respectivos memoriales a los que cabe remitir en honor a la brevedad y que originan la intervención de esta Alzada. II. Ante todo y a fin de resolver la cuestión, cabe poner de resalto que la acción se encuentra limitada a los oficios individualizados como ATCAYT2, números 214/10 (del 25/03/2010), 774/10 (del 11/11/2011), 799/10 (del 14/06/2010), 1062/10 (del 30/07/2010), 1164/10 (del 20/08/2010), 1204/10 (del 23/08/2010), 1305/10 (del 09/09/2010), 1309/10 (del 09/09/2010), 1377/10 (del 21/09/2010), 1481/10 (del 04/10/2010), 1759/10 (del 24/11/2010), 1834/10 (del 13/12/2010), 1894/10 (del 27/12/2010), 1486/10 (del 06/10/2010), 403/11 (del 26/04/2011), 901/11 (del 15/08/2011), 928/11 (del 16/08/2011), 1102/11 (del 27/09/2011), 1149/11 (del 06/10/2011). Ahora bien, tales oficios no son todos del mismo tenor. En efecto, se observa, por un lado, que un grupo de ellos se refiere a personas o grupos familiares en particular, respecto de los cuales se solicita que a) se informe si eran o habían sido beneficiarios del subsidio habitacional creado por el decreto 690/06 “Atención a Familias en Situación de Calle” modificado por decreto nº 960/08; b) en caso afirmativo, se señale la cantidad de cuotas y el período durante el cual habrían gozado de las prestaciones que otorga el programa; c) en caso negativo, se los incluya en el programa habitacional; d) de existir actos administrativos que dispongan la baja del beneficio o bien la denegatoria de su prórroga o extensión, se acompañe copia certificada de ellos, e informe los fundamentos de esas decisiones; y e) se exponga qué alternativa habitacional se ofrecía al beneficiario una vez que recibió el monto total del subsidio (oficios nº 774/10; 1164/10; 1305/10; 1309/10; 1377/10; 1481/10; 1834/10; 1894/10; 1486/10; 901/11; 928/11 y 1102/11). Se verifica, asimismo, que algunos de tales pedidos son similares a los anteriores, a excepción del punto c) (ver oficios nº 214/10 y 403/11). Por el otro, existen supuestos que se limitan a pedir información sobre acciones adoptadas respecto de registros, personas determinadas o sobre el programa regido por el decreto nº 690/06 (oficios nº 799/10; 1062/10; 1204/10; 1759/10 y 1149/11). III. Los agravios de la parte actora cuestionan el modo en que la sentencia impugnada delimita los alcances del derecho a la información consagrado en la ley 104. A su respecto, en relación con datos análogos a los ya mencionados en los puntos a, b, d y e, esta Sala ha dicho que “lo solicitado constituye un requerimiento de información en sentido estricto pues el GCBA sólo debe suministrar los datos que tenga al respecto y, en caso de no contar con ellos, poner tal circunstancia en conocimiento del requirente. En otros términos, la petición no implica que la administración deba realizar determinada actividad” (esta Sala, in re, “Asesoría Tutelar CAYT Nº 2 –oficio 1452/10- c/ GCBA s/ Amparo (art. 14 CCABA)”, expte. EXP 39723/0, sentencia del 04/07/2011). En tal sentido, a fin de despejar equívocos, ello implica para el supuesto que nos ocupa, que la demandada deberá poner a disposición del accionante la documentación que dé cuenta de la incorporación al beneficio del sujeto que motiva la consulta, en tal supuesto deberá agregar las constancias de pago pertinentes, los actos de denegatoria de prórroga o extensión del subsidio si los hubiera y, en su caso, las constancias labradas ante la eventual instrumentación de algún mecanismo alternativo destinado a resolver el problema habitacional en juego. En cambio, la solicitud de incorporación al programa de beneficiarios requerida en el punto c, se encuentra alcanzada por la limitación que prevé el art. 2º de la Ley Nº 104 según el cual “Debe proveerse la información contenida en documentos escritos, fotografías, grabaciones, soporte magnético o digital, o en cualquier otro formato y que haya sido creada u obtenida por el órgano requerido que se encuentre en su posesión y bajo su control. Se considera como información a los efectos de esta ley, cualquier tipo de documentación que sirva de base a un acto administrativo, así como las actas de reuniones oficiales. El órgano requerido no tiene obligación de crear o producir información con la que no cuente al momento de efectuarse el pedido”. Establecido lo anterior es posible afirmar que la acción impetrada en los términos de la ley 104 resulta procedente con los alcances indicados y salvo en cuanto el pedido pretende obtener la inclusión por este medio de beneficiarios en el programa “Atención a familias en situación de calle”. IV. Por su parte el GCBA se agravió porque la sentencia, a su criterio, vulneraría el principio de congruencia al haber variado el objeto de la pretensión y transformado el pleito en un amparo por mora, en desmedro del debido proceso y el principio de igualdad entre las partes. Sin embargo, el modo en que ha quedado resuelto el asunto en relación al progreso del amparo en los términos de la ley 104, diluyen los agravios relativos al menoscabo del principio de congruencia. De cualquier modo, vale señalar que el GCBA no contestó el traslado de los agravios esgrimidos por el accionante, ni aportó a lo largo del pleito argumentos idóneos para rebatir el alcance que aquí se brinda en los términos del art. 2 de la ley 104. V. En definitiva, la interpretación de la normativa aplicable a la luz de los hechos comprobados de la causa, justifican modificar la sentencia apelada y ordenar a la accionada, brinde, en el plazo de diez (10) días, la información requerida por los oficios identificados como ATCAYT2 –puntos a, b, d y e-, en tanto esos datos no implican la necesidad de “crear o producir información” (art. 2, ley 104). En mérito a las consideraciones vertidas y habiendo dictaminado la señora Fiscal de Cámara, el Tribunal RESUELVE: 1) Hacer lugar parcialmente al recurso del Señor Asesor Tutelar. 2) Rechazar el recurso del GCBA, ordenando que la accionada brinde la información requerida que no implique la necesidad de su creación o producción previa. 3) Fijar en diez días el plazo en el cual la demandada deba cumplir con el punto 2) de la presente. 4) No imponer costas de la Alzada por haberse sustanciado el recurso con el Ministerio Público Tutelar. Se deja constancia que la Dra. Inés M. Weinberg no suscribe la presente por hallarse en uso de licencia. Regístrese, notifíquese y a los integrantes del Ministerio Público en sus respectivos despachos. Oportunamente, devuélvase.
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